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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / SOLICITUD DE LIBERTAD PROVISIONAL / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / DETENCIÓN DOMICILIARIA TRANSITORIA / PANDEMIA POR COVID-19 / DECRETO 546 DE 2020 / INAPLICACIÓN AL CASO POR TRATARSE DE DELITO EXCLUIDO.
… la petición central de la acción de tutela invocada tiene que ver con la concesión de la libertad condicional reclamada a favor de la sentenciada Luceli Maturana, por cuanto en sentir del letrado que la asiste, cumple con las exigencias normativas contempladas en el canon 64 C.P. para su concesión, aunado a la situación de emergencia sanitaria que se vive en las cárceles del país por la pandemia derivada del COVID-19, lo que atenta contra sus derechos a la salud y la vida de su defendida.

En relación con esa específica pretensión, debe decirse que en principio la tutela no procede ante la existencia de otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, situación en la cual se debe demostrar la premura y la importancia del auxilio constitucional…
De igual manera, y como quiera que en el cuerpo de la acción constitucional se ataca la determinación de la titular del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas al negar la libertad condicional, no obstante considerar la accionante que cumple con las exigencias para ello, al respecto debe indicarse que la jurisprudencia de la H. Corte Constitucional recopiló y reiteró los requisitos generales para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales…
Al confrontar esos presupuestos de procedibilidad genérica y específica con lo expuesto en el presente evento, se advierte que el accionante no cumplió con la carga argumentativa y probatoria que le correspondía al pretender que por vía constitucional se disponga su libertad condicional…
Considera la Corporación que pese a la falencia aludida, se hace necesario estudiar de fondo la situación planteada para determinar si existe o no vulneración real o potencial a alguno de sus derechos esenciales, máxime cuando la misma no solo reclama su derecho a la libertad, sino la protección a su derecho a la vida y a la salud, amén de la amenaza que representa la pandemia por el Covid-19.
… el Gobierno Nacional, con miras a procurar salvaguardar la vida e integridad de las personas privadas de la libertad y aminorar los niveles de hacinamiento de los establecimientos carcelarios, expidió el Decreto 546 de abril 14 de 2020 por medio del cual se adoptan medidas para sustituir la pena de prisión y la detención preventiva en establecimientos penitenciarios, por la prisión y la detención domiciliaria transitorias, respectivamente, en el lugar de residencia a personas que se encuentran en situación de mayor vulnerabilidad frente al Covid-19…
En relación con la pretensión de la accionante, se advierte que la misma no es merecedora de la aplicación de la novísima normativa, por cuanto los delitos por ella cometida se encuentran incluidos en las excepciones contenidas en el artículo 6º…
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1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por intermedio de apoderado judicial por la señora LUCELI MATURANA HERRERA, interna en la Reclusión de Mujeres la “Badea” de Dosquebradas (Rda.), contra la Presidencia de la República, la Ministra de Justicia y del Derecho, el Instituto Penitenciario y Carcelario -INPEC-, y la Dirección de dicha reclusión, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la vida, salud y a la libertad. 

2.- SOLICITUD 

Del escrito de tutela presentado por el apoderado de la interna, se puede sintetizar de la siguiente manera: (i) LUCELI MATURANA está condenada desde febrero 24 de 2014 a la pena de 9 años y 22 días de prisión por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, por lo cual a la fecha lleva más de 6 años detenida; (ii) en abril de 2019 el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad negó la solicitud de libertad condicional al considerar la conducta altamente reprochable; (iii) en la actualidad se vive una calamidad pública por el Coronavirus COVID-19, y ante el hacinamiento de los centros  carcelarios es difícil contener su propagación, por lo que podría generarse una situación como la ocurrida en la cárcel de Villavicencio (Meta); (iv)  en marzo 22 el Director General del INPEC declaró el "Estado de Emergencia Penitenciaria y Carcelaria" en los establecimientos de reclusión del orden nacional, a través de la resolución No.001144; (v) con la expedición del Decreto Ley 546 el 14 de abril de 2020, el Gobierno Nacional trató de mitigar la eminente propagación del virus en esta población, pero en el artículo 6o excluyó, entre otros, los delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes, por lo que no tiene opción de proteger su salud y su vida, ni mucho menos se logra una reducción significativa del hacinamiento, con lo que continúa vigente el peligro que el virus llegue a dicho centro carcelario, afecte su derecho fundamental a la salud y ponga en peligro inminente su vida, máxime que sus condiciones de salud física y mental la hacen más vulnerable al COVID-19; (vi) la situación en los centros de reclusión se torna más crítica, ya que este virus tiene una gran capacidad de expansión y contagio, sin tener en cuenta la alta cifra de hacinamiento, aunado a que las condiciones de higiene, saneamiento de agua potable y de necesidades básicas son pésimas; (vii) si bien la principal medida del Gobierno  es el aislamiento,  ello no se puede cumplir en las cárceles, al no contar con tapabocas ni gel antibacterial, y por ende basta un solo caso para que se genere una propagación masiva; y (viii) la tutela no solo es procedente, sino que además es idónea para evitar que se continúe con el quebrantamiento de derechos fundamentales.
Con fundamento en lo anterior, pide se amparen sus derechos y que en consecuencia se disponga: (i) su libertad condicional de inmediato en el domicilio de su señora madre en el Municipio de Zarzal (V.) al haber purgado más de las 3/5 partes de la pena, poseer buen desempeño en el centro carcelario, tener antecedentes médicos de “retardo mental leve", así como arraigo familiar y social; (ii) traslado hasta el Municipio de Zarzal por cuenta del INPEC al estar suspendido el transporte intermunicipal, mediante transporte público del "INPEC"; y (iii) se aplique por el INPEC la Directiva transitoria 000009 relativa a la detención, prisión domiciliaria y vigilancia electrónica, expedida en el marco de la declaración de la emergencia carcelaria. 
3.- TRASLADOS Y VINCULACIONES
La Sala al momento de admitir la presente acción constitucional, la que pese a no ser de competencia de esta Corporación se tramitó amén de situación allí señalada, procedió a negar la medida provisional reclamada y dispuso correr traslado de la misma a la Presidencia de la República, a la Ministra de Justicia y del Derecho, al Director General del INPEC, a la Directora de la Reclusión de Mujeres de Dosquebradas; igualmente se ordenó vincular de manera oficiosa al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas de esta capital, al agente del Ministerio Público que interviene ante ese despacho, a la Secretaría de Salud de Dosquebradas, a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios –USPEC- y al Fondo de Atención en Salud PPL 2019, de la Nación, quienes al respecto así se pronunciaron: 

- La apoderada del señor Presidente de la República y del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República: (i) tanto el acto de declaratoria de emergencia que contienen las disposiciones tomadas solo pueden ser estudiadas en cuanto a su constitucionalidad, acorde con el canon 215 Superior, por la Corte Constitucional, por lo cual el amparo solo puede considerar circunstancias que no abarquen competencias de otros jueces, amén del carácter subsidiario de la tutela; (ii) ante la inexistencia de vulneración de derechos fundamentales se debe declarar improcedente la acción constitucional; (iii) las medidas de detención y prisión domiciliaria adoptadas por decreto 546 de 2020, no son caprichosas, sino que las mismas contemplan factores como el bien jurídico lesionado, gravedad de la conducta, entre otros; (iii) no le asiste razón a la accionante cuando afirma que el Gobierno no dictado medidas para proteger sus derechos a la vida, pues a la fecha el número de contagios no es significativo, frente a la población carcelaria y los protocolos al interior de las cárceles se encuentran activos, sin que pueda ser posible conceder el amparo con meras suposiciones sobre hechos futuros para precaver hipotéticos quebrantamientos a derechos fundamentales; (iv) carece de legitimación en la causa por pasiva el Presidente de la República para actuar en este asunto; y (v) pide que no se acceda a lo reclamado ante la inexistencia de vulneración del derecho o en su defecto, se desvincule al Presidente de la República y a la Presidencia de la República de esta acción al no obrar hecho u omisión que les sea atribuible.

- El Director de Política Criminal y Penitenciaria del Ministerio de Justicia y del Derecho, señaló: (i) dicha cartera no tiene competencia sobre lo que es materia de la tutela, al no tener poder coercitivo para ordenar a un juez  la concesión de un subrogado penal sin desbordar los límites constitucionales y legales, ni mucho menos ha realizado acción u omisión alguna que genere vulneración de los derechos fundamentales de la accionante; (ii) el Ministerio de Justicia tiene dos  entidades adscritas como lo son la USPEC y el INPEC, las cuales son autónomas y tienen sus propias funciones, por lo que son los encargados de gestionar la prestación de sus servicios con las direcciones de las cárceles, sin que dicho Ministerio pueda intervenir en actuaciones que no son de su competencia; (iii) los derechos presuntamente afectados no han sido trasgredidos por ese Ministerio, al no ser competente funcional, ni legalmente para atender lo pedido, lo que configura la falta de legitimación en la causa por pasiva, por lo cual pide su desvinculación (iv) para enfrentar la crisis generada por el COVID-19 se diseñó política pública que fue dispuesta en el Decreto 546 de 2020, la que se base en criterios de gravedad del delito, edad, sexo y condición clínica para los internos puedan continuar la ejecución de la pena en sus residencias de mantera transitoria; (v) en conjunto con el  INPEC y la USPEC, se han adoptados diversas medidas para enfrentar el virus en los centros carcelarios, diseñándose protocolos  para prevenir la infección que incluyen lavado de manos, el correcto uso de los elementos de protección personal como tapabocas, maneras correctas de estornudar, ventilación e iluminación de espacios, los cuales fueron socializados por el prestador del servicio de salud y los funcionarios del área de salud y seguridad en el trabajo, así como la búsqueda activa de personal con síntomas respiratorios, en especial en la población de mayor riesgo, se suspendieron las visitas de personal externo, se dispuso adecuar en los establecimientos espacios para aislamiento temporal, restringir acceso de personas provenientes de estaciones de policía y centros transitorios, repatriados o la realización de entrevistas documentales, entre patios y sitios de reclusión e igualmente se mantienen las audiencias virtuales, y se tomaron medidas para el ingreso de personal externo que deben acatar de manera obligatoria, entre muchas otras; (vii) por parte del INPEC y la USPEC se han emitido instrucciones técnicas al Fondo de Atención en Salud PPL 2020 para las acciones de prevención y contención del COVID-19, a efectos de garantizar la salud y la vida de la población carcelaria; (viii) el Gobierno expidió el Decreto 546 de 2020 con miras a sustituir la pena de prisión intramural a personas en situación de mayor vulnerabilidad y para combatir el hacinamiento carcelario, y las disposiciones allí contenidas se aplicarán de manera preferente mientras dure su vigencia, sin que ello perjudique la aplicación de las normas ordinarias no incluidas en este; y (ix)  pide su desvinculación de este trámite o en su defecto se nieguen las pretensiones elevadas.

- La apoderada del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL-2019 -integrado por las sociedades Fiduprevisora S.A. y Fiduagraria S.A.-, luego de hacer alusión a los antecedentes del contrato de fiducia mercantil y al proceso de atención en salud de la población privada de la libertad, señala lo siguiente: (i) carece de legitimación en la causa al no tener competencia alguna para la prestación de los servicios médico-asistenciales, la cual está reservada a las IPS o a las ESE y demás entidades que conforman el Sistema General de Seguridad Social en Salud; (ii) se evidencia falta de legitimación en la causa por activa por parte del agente oficioso, al no allegarse prueba sumaria de la imposibilidad de la persona privada de la libertad para presentar la tutela a nombre propio; (iii) la acción se dirige específicamente a reclamar la libertad condicional y frente a ello no se evidencia vulneración o amenaza de algún derecho fundamental por parte de dicha entidad, en tanto tal petición debe efectuarse al juzgado encargado de vigilar la pena; (iv) dicho Consorcio ha contratado la red de servicios intramural y extramural del EPMSC de Pereira donde se encuentra recluida LUCELI MATURANA y habilitó el aplicativo Millenium, para que los centros penitenciarios y carcelarios, sin necesidad de requerir al Consorcio PPL 2019, realicen las solicitudes de autorizaciones que los internos requieran con previa orden médica; (V) hace alusión a las medidas adoptadas a nivel nacional para la prestación del servicio de salud, tenientes a enfrentar la emergencia del COVID-19, relacionadas con la gestión de recursos peligrosos, distribución de insumos de limpieza a las áreas de sanidad para el manejo del COVID-19, así como el abastecimiento de medicamentos y dispositivos médicos; (vi)  se han implementado programas de promoción y prevención de auto cuidado frente a la emergencia sanitaria, así como la identificación de signos y síntomas de alarma, lavado e higiene de manos, higiene respiratoria, aplicación de tamizaje a la guardia y custodia que ingresa a los establecimientos; y (vii) pide se declare la falta de legitimación en la causa por activa y se declare la improcedencia de la tutela interpuesta por la agencia oficiosa, así como la desvinculación del trámite de dicho Consorcio.

- La Jefe de la Oficina Jurídica de la USPEC informó lo siguiente: (i) no es competente para atender lo relativo al traslado de sitio de reclusión, ante lo cual  carece de legitimación en la causa; (ii)  los argumentos del accionante parten de falacias, al afirmar, entre otras consideraciones, que “no se han tomado correctivos necesarios para prevenir el posible contagio y posterior muerte”, cuando las estadísticas mundiales demuestran que las probabilidades de deceso por COVID solo resultan significativas en personas con patologías de base, al ser estas precisamente las incluidas en el Decreto 546 de 2020, y por ende es la Rama Judicial la que debe estudiar la concesión de los beneficios allí contemplados; (ii) el INPEC es la entidad encargada de la vigilancia, custodia, atención y tratamiento de las personas privadas de la libertad; (iii) en relación con el COVID-19, señala que el mismo es un hecho sobreviniente para lo cual el Estado no se encontraba preparado, no obstante ha tomado todas las medidas de urgencia para evitar el ahondamiento de la crisis; (iv) la UPSEC ha adoptado planes de contingencia para prevenir, detectar, contener y en su momento tratar la enfermedad del COVID-19 en los diferentes establecimientos carcelarios; (v) alude a la competencia de dicha unidad respecto a la prestación del servicio a la salud de los internos, para  señalar que ha cumplido con lo ordenado por la ley, con la celebración del contrato de fiducia mercantil, con el cual se garantiza y suministra tal servicio a la población interna; (vi) a raíz del COVID se han impartido instrucciones al Fondo de Atención en Salud PPL -2019 para prevenir y detectar su contagio, en lo atinente al uso de elementos de bioseguridad por parte del personal de salud que tiene contacto con los internos, uso adecuado de tapabocas, intensificar las medidas de seguridad y garantizar por parte de dicho personal el suficiente suministro de insumos en las cárceles, así como dictar charlas a los internos sobre lavado de manos, utilización del tapabocas, del alcohol glicerinizado, etc, así como diferentes acciones que deben articularse con el ente territorial; (vii) dentro de los insumos médicos, señala que se instruyó al Fondo de Atención en Salud para que proporcione a los internos que presenten síntomas respiratorios, mascarilla quirúrgica o tapabocas y los insumos necesarios para la higienización de manos, con las indicaciones sobre su uso; (viii) en coordinación con la entidad territorial, la dirección del establecimiento y el comando de vigilancia del ERON se debe verificar el espacio físico donde se pueda hacer el aislamiento que se requiera para tal fin; (ix) refiere lo atinente al trámite de remisión de internos a citas para la atención en el régimen contributivo por parte de las EPS, a las acciones emprendidas por dicha entidad para contrarrestar el hacinamiento carcelario, parte del cual obedece a que los entes territoriales no asumen el deber legal que les asiste de incluir en sus presupuestos las partidas necesarias para los gastos en las cárceles, pago de empleados, raciones, vigilancia, etc., por lo cual acoge la Directiva 03 de 2014 donde la Procuraduría General conmina a dichas entidades para que cumplan su obligación legal en tal sentido; (x)  en la Reclusión de Mujeres de Pereira no se presenta hacinamiento carcelario y su situación de habitabilidad mejoraría si los entes territoriales acataran sus obligaciones, por lo cual recomienda a la Sala que ordene lo pertinente a dichas entidades, (xi) carece de competencia para resolver el traslado de la accionante a su residencia, lo cual le compete al Director de la Reclusión, e igualmente será el juez de Ejecución de Penas el encargado de determinar si una persona privada de la libertad puede ser favorecida con lo reglado en el Decreto 546 de 2020; y (xii) pide que no se amparen los derechos reclamados al no vulnerar derecho fundamental alguno, y que se ordene a los entes territoriales y al INPEC trasladar al personal sindicado e incluir en sus presupuestos las partidas para los gastos de las cárceles.
- El Alcalde Municipal de Dosquebradas (Rda.) informó: (i)  no se han vulnerado derechos fundamentales, máxime que en la acción no se precisa de qué manera dicho municipio o la Secretaría de Salud lo ha hecho, por lo que no hay legitimación en la causa para endilgarle responsabilidad; (ii) en cuanto al reclamo de libertad condicional, y a la aplicación del Decreto 546 de 2020, es la Rama judicial la llamada a responder lo pertinentes; (iii) lo atinente al hacinamiento carcelario ello incluso ha llevado a la declaratoria de un estado de cosas inconstitucional, lo que no implica una participación automática de la entidad territorial; (iv) si bien los centros carcelarios pueden ser foco de contagio de COVID, ello por sí no constituye una afectación a derechos fundamentales y en caso de considerarse como de alto riesgo, la solución debe manejarse más allá de una tutela, en tanto implica la toma de decisiones institucionales que abarcan medidas globales; (v) amén de la declaratoria de  ese estado de cosas inconstitucional en las cárceles y el riesgo de contagio del COVID, no se avizora una relación de causalidad para endilgarle responsabilidad a dicha entidad territorial que si bien tiene que cumplir obligaciones en materia carcelaria, ellas tampoco apoyan la pretensión de la accionante, pues su petición va encaminada a obtener la libertad condicional y el riesgo inminente que esgrime, al que están sometidas todas las personas privadas de su libertad; (vi)  la tutela no es procedente al no haber relación de causa entre los hechos y la función del municipio de Dosquebradas, ante lo cual carece de legitimación en la causa por pasiva, como tampoco se evidencian elementos probatorios que permitan vislumbrar la existencia de un perjuicio irremediable, que permita acudir a la tutela como mecanismo transitorio; y (vii)  pide se declare improcedente el amparo.
- La Secretaria de Salud del Municipio de Dosquebradas (Rda.) explicó: (i) si bien en la actualidad la población mundial se enfrente a la pandemia del COVID-19, todos los habitantes de Colombia en caso de no cumplir con los protocolos de bioseguridad, se encuentran en riesgo de infección, sin que los centros carcelarios sean la excepción, máxime el hacinamiento de las mismas, por lo cual se deben acatar los procedimentos de bioseguridad establecidos; (ii) en el caso de la accionante, debe decirse que hasta el momento dicha Reclusión está libre de contagio y mal haría por lo tanto afirmar que se vulnera su derecho fundamental a la salud; (iii) dicha Secretaría no tiene injerencia en la prestación del servicio de salud a los internos, ni muchos menos en la decisión de dejarlos en libertad, cuya competencia radica en las entidades que tienen estas a su cargo, y para ello hace referencia al esquema de salud y al modelo de atención a la población privada de la libertad; y (iv)  pide se exonere de cualquier responsabilidad a esa dependencia al no quebrantar derecho fundamental alguno.

- El Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira por su parte expresa: (i) la señora LUCELI MATURANA fue condenada por tráfico de estupefacientes y por concierto para delinquir agravado, por parte del Juzgado Penal del Circuito Especializado de Armenia en enero 27 de 2015; (ii) ese despacho le negó la libertad condicional en febrero 10 de 2020 , el cual tuvo como soporte no solo la valoración de la conducta cometida como fue analizada por el juez fallador, sino el inadecuado comportamiento de la sentenciada en reclusión, en tanto en un período su conducta fue calificada como regular y en otro como mala, lo que incluso llevó al centro de carcelario a emitir concepto desfavorable para la concesión del beneficio, sin interponerse recurso contra tal decisión; (iii)  la accionante pide se le conceda la prisión domiciliaria transitoria conforme el Decreto 546 de 2020, por sus condiciones de salud física y mental, de las cuales no aporta sustento alguno, y si bien se entiende la delicada situación de los internos, los jueces están sometidos al imperio de la ley, por lo cual no pueden actuar por fuera de lo permitido; (iv) existe un mecanismo judicial idóneo para estudiar la viabilidad de conceder o no la prisión domiciliaria transitoria, el cual contiene el marco de acción así como las circunstancias incluyentes y excluyentes para su procedencia; (v) si bien la accionante como muchas de las personas privadas de la libertad esperaban que la aplicación de dicha norma fuera amplia, la lista de prohibiciones que contiene impide a los directores de los establecimientos carcelarios remitir todas las solicitudes que los internos consideran viables, y quienes sufren algún quebranto de salud, igualmente deben aportar documentación que regularmente expide la reclusión;  (vi)  a la fecha no se ha recibido solicitud de traslado a su lugar de residencia por parte de la accionante o su defensor en aplicación del Decreto 546 por lo cual se desconoce si en realidad sufre alguna enfermedad de las regladas en dicha normativa; (vii) a la fecha no se encuentra a disposición del despacho solicitud pendiente de resolver, máxime cuando las conductas por las que fue condenada están excluidas de la concesión de la prisión domiciliaria; y (viii) aunque se entiende la situación que actualmente viven las personas privadas de la libertad, los Jueces de Ejecución de Penas no puede tomar determinaciones que no se ajusten al ordenamiento jurídico, por lo que al no haber solicitud del sustituto y de oficio resulta inane estudiarlo ante la prohibición legal que pesa para los ilícitos por ella cometidos, no existe vulneración alguna de derechos fundamentales.
- La Procuradora 231 Judicial I Penal de Pereira refirió para el caso específico lo siguiente: (i): al tratarse de una tutela que pretende desconocer una providencia judicial, debe establecerse su procedencia conforme lo ha sostenido la Corte Constitucional, lo que no se acreditó en este asunto, por cuanto: a) no se hizo uso del recurso de apelación; b) no se avizora la configuración de un perjuicio irremediable a la vida o a la salud de la accionante cuando si quiera existen casos de contagio al interior de la Reclusión; c) no se identifica razonablemente los hechos que generan la presunta violación de los derechos fundamentales, en tanto lo decidido goza de presunción de legalidad que no ha sido desvirtuada; (ii) no se observa que en este caso puede usarse la tutela como mecanismo subsidiario para acceder a la libertad condicional que en principio corresponde al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, quien ya se pronunció al respecto, sin que se discuta la razonabilidad de su decisión al respecto; y (iii) la tutela debe declararse improcedente.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las personas naturales y jurídicas vinculadas. 

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017. 

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación de los derechos fundamentales esgrimidos por el apoderado de la señora LUCELI MATURANA HERRERA; y, en caso afirmativo, determinar cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas a efectos de hacer cesar la supuesta vulneración. Previo a lo anterior, se hará el estudio de procedibilidad.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el medio más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, y gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En primer lugar y como quiera que la USPEC ataca la legitimación en la causa por pasiva del agente oficioso de la accionante, la Sala debe indicar que si bien es cierto al momento de admitir la tutela se evidenció la carencia de poder de quien obraba en nombre y representación de la interna LUCELI MATURANA, le concedió un término prudencial para allegar el poder especial respectivo, habiéndose cumplido por el  profesional del derecho con tal requerimiento y de esa manera se suplió la referida obligación, razón que motiva a señalar que sí le asistía el derecho de postulación en nombre de su prohijada.

En este asunto debe decirse que la petición central de la acción de tutela invocada tiene que ver con la concesión de la libertad condicional reclamada a favor de la sentenciada LUCELI MATURANA, por cuanto en sentir del letrado que la asiste, cumple con las exigencias normativas contempladas en el canon 64 C.P. para su concesión, aunado a la situación de emergencia sanitaria que se vive en las cárceles del país por la pandemia derivada del COVID-19, lo que atenta contra sus derechos a la salud y la vida de su defendida.

En relación con esa específica pretensión, debe decirse que en principio la tutela no procede ante la existencia de otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, situación en la cual se debe demostrar la premura y la importancia del auxilio constitucional; es decir, esta acción perentoria y sumaria no como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, acorde con lo sostenido por la jurisprudencia constitucional
:
“3.3. En ese sentido, dada la naturaleza supletiva de la acción de tutela, la misma no puede ser utilizada como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos en el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos de manera preferente, como quiera que, a través de su ejercicio, no se busca reemplazar los procedimientos ordinarios o especiales y, menos aún, pretermitir los mecanismos que dentro de estos se han establecido para controvertir las decisiones que se adopten
” -negrillas de la Sala-. 

Tal situación comporta una carga para el tutelante a efectos de desplegar todos los medios de impugnación que el sistema jurídico ha dispuesto para la defensa de sus derechos. En tal sentido, la acción de tutela no es un instrumento procesal alternativo adicional o complementario al proceso que adelanta el funcionario judicial correspondiente, pues se correría el riesgo de vaciar de contenido las competencias de las distintas autoridades judiciales e implicaría un desbordamiento institucional en el cumplimiento de las funciones de la jurisdicción constitucional, según lo establecido en la Sentencia T-649/16:

“[…] el juez de amparo no puede reemplazar en sus competencias y procedimientos a los operadores jurídicos ordinarios o especiales que conocen de los asuntos que las partes les someten a su consideración
. No obstante lo anterior, aunque no se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios, la acción de tutela procederá siempre y cuando se acredite la existencia de un perjuicio irremediable o los recursos o medios a su alcance no resulten idóneos para proteger los derechos fundamentales afectados”. –negrillas excluidas-

Así mismo, frente a la interposición de acciones de tutela contra decisiones judiciales, explicó la Alta Corporación:

“La doctrina constitucional igualmente ha sido clara en señalar que cuando se trata de providencias judiciales, la acción de tutela solamente resulta procedente de manera excepcional, pues como regla general la inconformidad de las partes con lo resuelto por los funcionarios judiciales ha de ser planteada y debatida en forma oportuna, acudiendo para ello a los medios de impugnación instituidos en los códigos de procedimiento.

No obstante, por vía jurisprudencial se ha venido decantando el alcance de tal postulado, dando paso a la procedencia de la acción de tutela cuando se trate de actuaciones que carezcan de motivación o fundamento objetivo, contrariando su voluntad para hacer imperar la arbitrariedad y el capricho del funcionario, o resulten manifiestamente ilegales, de ahí que, por excepción se permitirá que el juez de tutela pueda intervenir en orden a hacer cesar los efectos nocivos que la causal especial de procedibilidad detectada puede ocasionar en relación con los derechos fundamentales” 

De igual manera, y como quiera que en el cuerpo de la acción constitucional se ataca la determinación de la titular del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas al negar la libertad condicional, no obstante considerar la accionante que cumple con las exigencias para ello, al respecto debe indicarse que la jurisprudencia de la H. Corte Constitucional
 recopiló y reiteró los requisitos generales
 para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales
 de acuerdo con lo que en tal sentido se determinó en la sentencia C-590/05, en el que además se puntualizó: 
“En definitiva, como ha sido señalado en reciente jurisprudencia, la acción de tutela contra providencias judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del juez incurre en graves falencias de relevancia constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela contra decisión judicial es concebida como un juicio de validez y no como un juicio de corrección
 del fallo cuestionado, lo que se opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia. […]” 

Al confrontar esos presupuestos de procedibilidad genérica y específica con lo expuesto en el presente evento, se advierte que el accionante no cumplió con la carga argumentativa y probatoria que le correspondía al pretender que por vía constitucional se disponga su libertad condicional. Pero como quiera que la misma se se encuentra privada de la libertad, y no obstante haber obrado por intermedio de abogado, estima la Corporación que por la condición de vulnerabilidad e indefensión manifiesta, amén de la relación especial de sujeción que tiene frente al Estado, se debe acoger lo dispuesto por la jurisprudencia constitucional, la cual señala que los requisitos de procedencia de la tutela invocada a favor de dicha población deben flexibilizarse
; puntualmente se dijo:
“Tal como se señaló en la sentencia T-679 de 2015, el análisis de procedibilidad de la acción no puede hacerse de la misma manera respecto de aquellas personas que se encuentran en un grado superior de vulnerabilidad, ya que, por una parte, la subsidiariedad se verifica caso a caso y, por otra, en esos eventos el examen se flexibiliza atendiendo a las condiciones particulares del sujeto
. 

De ello se sigue que “el operador judicial debe examinar la situación fáctica que define el asunto sometido a su conocimiento, y las particularidades de quien reclama el amparo constitucional, pues, si se trata de sujetos de especial protección constitucional (personas de la tercera edad o en condición de discapacidad, etc.) o de personas que se encuentren en condiciones de debilidad manifiesta, el análisis de procedibilidad se flexibiliza haciéndose menos exigente”
”.

Considera la Corporación que pese a la falencia aludida, se hace necesario estudiar de fondo la situación planteada para determinar si existe o no vulneración real o potencial a alguno de sus derechos esenciales, máxime cuando la misma no solo reclama su derecho a la libertad, sino la protección a su derecho a la vida y a la salud, amén de la amenaza que representa la pandemia por el Covid-19.

En principio el letrado pide la concesión de la libertad condicional al considerar que su defendida cumple con las exigencias de ley, de lo cual se extrae en sentir de la Sala que lo que se pretende es que se deje sin efectos la providencia dictada por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas que le negó el sustituto. Y frente a ese particular debe expresarse que contra la determinación proferida por la a quo no se hizo uso de los recursos que el ordenamiento prevé, lo cual implica que la sentenciada y su defensor estuvieron conformes con lo allí determinado.

Siendo así, no podía entonces a la hora de ahora, en una clara desatención del principio de subsidiariedad que rige la tutela, pretenderse utilizar este mecanismo para alcanzar el mismo beneficio negado cuando en momento alguno se puso en entredicho la argumentación que tuvo la funcionaria de primer nivel para negarlo. 
Recordemos que esa argumentación se hizo consistir, no solo en la gravedad de la ilicitud atribuida, sino además en un deficiente comportamiento en reclusión por dos períodos, lo que dio lugar a que las autoridades carcelarias emitieran concepto desfavorable para su concesión. 
Así mismo, con posterioridad a esa solicitud elevada hace algo más de un año, ninguna otra petición ha sido presentada, no obstante que es ese precisamente el trámite ordinario al que se debe acudir, y no hacerlo de manera indirecta para que el juez de tutela resuelva un asunto que a todas luces le está vedado, en tanto debe ser el juez natural quien atienda lo que es de su competencia.

Desde luego hay que señalar, como así lo adujo la accionante y lo reiteraron algunos de los intervinientes, que es un hecho innegable, como así lo ha declarado en diversos pronunciamientos el órgano de cierre en materia constitucional, que la situación carcelaria del país se halla en un estado de cosas inconstitucional, mismo que no ha sido superado a pesar de los sucesivos plazos concedidos para su superación desde la primera ocasión que así se declaró mediante sentencia T-153 de 1998. 
Esa circunstancia permite pregonar que las dificultades que padecen quienes se encuentran privados de su libertad no solo han sido una constante en todo el territorio nacional, sino que es tal su gravedad y complejidad que las medidas adoptas para paliar sus efectos resultan insuficientes, como igualmente se dejó sentado en la sentencia T-388/13, reiterada en T-162/15, donde la Alta Corporación declaró:

“5.5.1.1. La violencia al interior de las prisiones es un asunto que compete a muchos sistemas penitenciarios y carcelarios en el mundo, pero en especial a aquellos que se encuentran en situación de hacinamiento. La sobrepoblación carcelaria, por sí misma, propicia la violencia.
 El hacinamiento penitenciario y carcelario lleva a la escasez de los bienes y servicios más básicos al interior de las cárceles, como un lugar para dormir. Esto lleva a que la corrupción y la necesidad generen un mercado ilegal, alterno, en el cual se negocian esos bienes básicos escasos que el Estado debería garantizar a una persona, especialmente por el hecho de estar privada de la libertad bajo su control y sujeción. La prensa, al igual que los escritos académicos, ha mostrado como las personas recluidas en penitenciarias y cárceles tienen que pagar por todo.  Conseguir un buen lugar en un pasillo tiene sus costos; conseguir una celda es prácticamente imposible, sobre todo por su altísimo valor. Diferentes analistas de la realidad nacional, en diversos medios de comunicación, han puesto de presente su opinión al respecto. Son voces que coinciden en la gravedad de la crisis carcelaria y de su impacto sobre la dignidad humana y los derechos humanos. Ha sido calificada, entre otros términos, de “insostenible”. Por ejemplo, las condiciones de extorsión y chantaje, generan recursos que, en el contexto del conflicto armado, se convierten en un botín de guerra. 

[…]
11.1. Se declara que el Sistema penitenciario y carcelario se encuentra nuevamente en un estado de cosas inconstitucional, por cuanto (i) los derechos constitucionales de las personas privadas de la libertad son violados de manera masiva y generalizada;  (ii) las obligaciones de respeto, protección y garantía, derivadas de tales derechos, han sido incumplidas de forma prolongada; (iii) el Sistema ha institucionalizado prácticas claramente inconstitucionales, dentro de su funcionamiento cotidiano; (iv) hay una ausencia notoria de medidas legislativas, administrativas y presupuestales que se requieren con urgencia;  (v) la solución de los problemas estructurales compromete la intervención de varias entidades, que deben realizar acciones complejas y coordinadas; y, finalmente,  (vi) si todas las personas privadas de la libertad que se ven enfrentadas al mismo estado de cosas presentaran acciones de tutela (u otros mecanismos de defensa de sus derechos), tal como lo hicieron los accionantes de las tutelas acumuladas en esta oportunidad, el sistema judicial se congestionaría aún más de lo que está ocurriendo.

11.2. El estado de cosas inconstitucional en el que se encuentra nuevamente el Sistema penitenciario y carcelario tiene una de sus principales causas en dificultades y limitaciones estructurales de la política criminal en general a lo largo de todas sus etapas, no solamente en su tercera fase: la política carcelaria. Existen indicios y evidencias del recurso excesivo al castigo penal y al encierro, lo cual genera una demanda de cupos para la privación de la libertad y de condiciones de encierro constitucionalmente razonables, que es insostenible para el Estado”.

Como quiera que en la actualidad ese estado de cosas inconstitucional del sistema penitenciario y carcelario no ha sido superado, comporta un primer y gran escollo para que sea el juez de tutela quien procure la solución de todas las situaciones anómalas o irregulares que por muchas décadas se han presentado en el interior de los establecimientos carcelarios y penitenciarios del país, tal cual así lo puso de presente el mandatario de Dosquebradas. Y de allí diferentes y continuas estrategias de seguimiento que por medio de Autos ha puesto en marcha la Corte Constitucional para velar por el cumplimiento de sus órdenes, siendo el último el A-110 de marzo 11 de 2019.
Del contenido de esas disposiciones se desprende que son muchas las entidades del orden nacional, departamental y municipal que deben actuar en forma mancomunada, porque cada una dentro de su respectivo marco de competencia debe adelantar gestiones para lograr la normalización, que, se repite, aún no se ha logrado y está lejos de lograrse. De ahí que deba igualmente decirse desde ahora que la petición que eleva al USPEC para que se ordene a las entidades territoriales que asuman las obligaciones económicas que les asiste con los centros carcelarios y en especial con los internos que se encuentra en calidad de sindicados, no puede resolverse por vía de tutela, sino que para ello deberá adelantar los trámites jurídicos que consideren procedentes para lograr el cometido.
La situación calamitosa que padecen los centros carcelarios presenta en la actualidad un ingrediente adicional a raíz del estado de salubridad que vive no solo Colombia sino el mundo entero, con ocasión de la propagación de la pandemia declarada del Covid-19; lo que, por su puesto, ha generado un temor generalizado en la población carcelaria tanto de esta capital como en la generalidad de las instalaciones carcelarias del país, y no solo en las carcelarias, sino en las restantes instalaciones de reclusión -Unidades Permanentes de Protección a la Vida, UPPV-, situación en la que se afinca la argumentación del señor apoderado de la señora LUCELI MATURANA para reclamar a su favor la libertad condicional.
El letrado considera que amén de tal situación se debe proteger el derecho a la salud y vida de su prohijada, por lo cual debe otorgársele el beneficio liberatorio al cumplir con las exigencias para ello, por lo cual pide se haga proceder a efectuar un control difuso de la constitución para inaplicar las prohibiciones que fueron enunciadas en el Decreto 546 de 2020,

Al respecto debe decirse que el Gobierno Nacional, con miras a procurar salvaguardar la vida e integridad de las personas privadas de la libertad y aminorar los niveles de hacinamiento de los establecimientos carcelarios, expidió el Decreto 546 de abril 14 de 2020 por medio del cual se adoptan medidas para sustituir la pena de prisión y la detención preventiva en establecimientos penitenciarios, por la prisión y la detención domiciliaria transitorias, respectivamente, en el lugar de residencia a personas que se encuentran en situación de mayor vulnerabilidad frente al Covid-19; e igualmente, se adoptan otras disposiciones para combatir el hacinamiento carcelario también para prevenir y mitigar el riesgo de propagación del aludido virus.

Tal normativa es la que en la actualidad los jueces deben de aplicar con miras a verificar si las personas privadas de la libertad cumplen las exigencias para ser merecedores del aludido sustituto temporal -por espacio de seis meses-. Y si bien la misma se aplicará de forma preferente mientras dure su vigencia, las demás normas ordinarias relativas a la prisión o detención domiciliarias deben seguir aplicándose en lo que las disposiciones especiales no regulen, de conformidad con lo dispuesto en el canon 12 del aludido Decreto.

En relación con la pretensión de la accionante, se advierte que la misma no es merecedora de la aplicación de la novísima normativa, por cuanto los delitos por ella cometida se encuentran incluidos en las excepciones contenidas en el artículo 6º, y frente a lo reclamado por el togado, esto es que se ejerza un control difuso de constitucionalidad y se inaplique dicha norma, debe indicarse que ello es a todas luces improcedente, por cuanto, en primer lugar, según lo establece expresamente el numeral 5º, artículo 6º, del Decreto 2591 de 1991, la tutela no procede “cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto”. En segundo término, por cuanto la tutela no es la vía para determinar si el Decreto 546 de 2020 está acorde con el ordenamiento jurídico, como quiera que ello es una facultad exclusiva y excluyente de la Corte Constitucional, según lo señalado en el art. 215 Superior, al ser la autoridad judicial a la cual se le ha asignado el control automático de constitucional de los Decretos expedidos durante el estado de excepción, como se sabe, lo hace en la actualidad

Así las cosas, mientras tal normativa goce de la presunción de acierto y legalidad, no le queda alternativa distinta a los jueces encargados de la vigilancia de la pena que disponer su aplicación sin que tenga cabida el pretender ir más allá de lo allí establecido, y por ende deben acatar el poder de configuración que posee el legislador, en nuestro caso extraordinario por ser el Ejecutivo quien tiene la facultad constitucional de hacer regulaciones en las materias que le son propias para superar la emergencia. 
Dicho en otros términos, la judicatura está atada al imperio de la Constitución y la Ley, y de proceder de manera contraria, esto es, como lo pide la actora, a efectos de concederle a la misma la libertad condicional, cuando los delitos por los cuales fue sentenciada están excluidos, significaría ni más ni menos que buscar un favorecimiento a ultranza que no solo iría en contravía de lo existente, sino que además la funcionaria judicial se vería incurso en acciones de índole tanto penal como disciplinaria. 
Y aunque se aduce por la accionante, que se vulnera su derecho a la salud y a la vida por ser factible un posible contagio, al respecto y según se comunicó por parte de la Secretaria de Salud del Municipio de Dosquebradas, a la fecha no existe un solo caso positivo de Covid-19 reportado en el interior de la Reclusión de mujeres de la “Badea” y si ello ha sido así, lo es precisamente por las medidas de prevención que ha adelantado el INPEC encaminadas a contener el ingreso del virus a dicho centro carcelario.
Así mismo y como así se indicó por parte de la USPEC y el Fondo de Atención en Salud PPL 2019, se tienen previstos por las autoridades carcelarias, el suministro de mascarillas y la dotación de gel antibacterial para que las internas puedan lavarse continuamente sus manos, y de esa manera evitar el contacto o la transmisión de fluidos, al ser esas en principio las medidas más importantes para adoptar con miras a evitar una posible propagación de la infección.

Adicionalmente, de conformidad con lo expresado por el Ministerio de Justicia, se han elaborado sendos protocolos que deben seguirse por parte de los establecimientos penitenciarios, no solo para evitar la incursión del virus a los mismos, sino para atender la presencia de un posible caso positivo de Covid-19. En igual sentido, se dispuso la identificación de lugares en el interior de cada centro de reclusión para el aislamiento de casos probables; la restricción en el ingreso de nuevas personas detenidas que se encuentren en sitios transitorios -estaciones de policía y repatriados-; y en la medida de lo posible las remisiones médicas y judiciales. 

Como se evidencia y muy a pesar de las dificultades que a la hora de ahora enfrentan no solo las personas privadas de la libertad sino los funcionarios que allí prestan servicio, las autoridades penitenciarias hacen su mayor esfuerzo para mitigar, en lo posible, la incursión del virus a los penales. Bajo esa perspectiva, tampoco se puede concluir que se haya incursionado en la vulneración de derechos fundamentales.

Para el caso en concreto se aduce que la señora LUCELI MATURANA padece de problemas en su salud y de índole mental, al haberle sido diagnosticado un “retardo mental leve” según historia clínica que se arrimó a la actuación, correspondiente a noviembre 22 del año 2011, lo que en sentir de su apoderado la hace más propensa a contraer el virus. Al respecto debe decirse que la citada patología no fue considerada como aquellas que podrían generar un factor de riesgo para contraer el COVID-19, en tanto de haber sido así, con seguridad se habría enlistado dentro de las enfermedades consideradas de tal naturaleza en el literal c), art. 2º, del Decreto 546 de 2020. No obstante, como quiera que se hace alusión a otras afecciones sin allegarse prueba alguna, se insta a su apoderado para que, si en efecto su protegida padece alguna patología de las descritas en el aludido catálogo, deberá allegar la información médica a la Reclusión de Mujeres de Dosquebradas, para que por parte de la Dirección se proceda a realizar el trámite contemplado en esa regulación especial. 

Pide de igual forma la accionante que se aplique la Directiva Transitoria 00009 de marzo 20 de 2020, proferida por la Dirección General del INPEC, y al respecto lo que se sabe es que así se hace, en tanto la misma fue dictada precisamente con la finalidad de asignar responsabilidades para atender las órdenes judiciales que se profieran en atención a la emergencia sanitaria, habiéndose impartido sendas instrucciones a todas las dependencias de dicho Instituto para maximizar los tiempos de respuesta a los diversos requerimientos.
Por todo lo expuesto, como quiera que para la Corporación en momento alguno se han vulnerado por parte de las entidades accionadas los derechos esenciales de la señora LUCELI MATURANNA HERRERA, se negará el amparo.
Sin embargo, aunque la tutela será negada, la Colegiatura estima necesario exhortar tanto al INPEC, a la Reclusión de mujeres la “Badea” de Dosquebradas (Rda.),  como a la Secretaría de Salud de dicho Municipio, para que, dentro de lo posible, se lleven a cabo todas las medidas de prevención, muy particularmente la realización de las pruebas de tamizaje para detectar el contagio del Covid-19 en el interior de dicho centro carcelario, y de llegar a existir algún brote adoptar de inmediato los restantes protocolos que hayan sido diseñados para los demás centros penitenciarios del país que ya lo padecen, y de ese modo lograr un aislamiento efectivo que impida su propagación. Con miras a que se cumplan esas sugerencias se librarán por Secretaría los oficios pertinentes.

5.- DECISIÓN 
El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE NIEGA la acción de tutela interpuesta por intermedio de apoderado por la interna LUCELI MATURANA HERRERA, por los motivos expuestos en la parte considerativa de esta providencia.

SEGUNDO: No obstante que ha sido negada la tutela, la Colegiatura exhorta 
 tanto al INPEC, a la Reclusión de mujeres la “Badea” de Dosquebradas (Rda.), como a la Secretaría de Salud de dicho Municipio, para que, dentro de lo posible, se lleven a cabo todas las medidas de prevención, muy particularmente la realización de las pruebas de tamizaje para detectar el contagio del Covid-19 en el interior de dicho centro carcelario, y de llegar a existir algún brote adoptar de inmediato los restantes protocolos que hayan sido diseñados para los demás centros penitenciarios del país que ya lo padecen, y de ese modo lograr un aislamiento efectivo que impida su propagación. Con miras a que se cumplan esas sugerencias se librarán por Secretaría los oficios pertinentes.

TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
�  Sentencia T-313/05, entre muchas otras.


� Consultar, entre otras, las Sentencias T-500 de 1995 y T-285 de 2010.


� Sentencias SU-026 de 2012 M.P. Humberto Antonio Sierra Porto; SU-424 de 2012 Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; reiteradas en sentencia T-103 de 2014 M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 


� Sentencias SU-026/12; SU-424/12, reiteradas en sentencia T-103/14  


� T-094/13


� ”a.) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez. d.) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible, y f.) Que no se trate de sentencias de tutela.”


� “a.) Defecto orgánico; b.) Defecto procedimental absoluto; c.) Defecto fáctico; d.) Defecto material o sustantivo; e.) Error inducido; f.)  Decisión sin motivación; g.)  Desconocimiento del precedente, y h.)  Violación directa de la Constitución.” 


� Sentencia T-555 del 19 de agosto de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas.


� Sentencia T-002 de 2018.


� Sentencia T-1316 de 2001.


� Sentencia T-589 de 2011.


� Se omiten los diversos pies de página del texto transcrito, los cuales pueden ser consultados en la respectiva providencia.


� En similares términos a como lo hizo la Sala de Casación Penal en reciente decisión CSJ AP, 01 abr. 2020, Rad. 51142. 
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